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DOCUMENTO DE POLÍTICA DE CANLA PARA LOS ÓRGANOS SUBSIDIARIOS (SB64) DEL 2026 

El balance de la COP30 evidenció los límites del "consenso que bloquea", donde iniciativas como el Mutirão 
Global o la Misión de Belém hacia los 1.5°C corren el riesgo de convertirse en paliativos o en instrumentos que 
duplican esfuerzos existentes si no se logra una implementación real. Las sesiones 64.ª reuniones de los Órganos 
Subsidiarios (SB64), que incluyen el SBI y el SBSTA, representan el puente crítico para corregir este rumbo. 

Este documento establece propuestas para una arquitectura de exigibilidad basada en el derecho 
internacional. Tras la Opinión Consultiva (OC) de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) de 2025, la acción y la 
ambición climática no son una opción discrecional, son obligaciones imperativas (debida diligencia). A través de 
ejes prioritarios para CANLA1, proveemos a las delegaciones de la región los anclajes legales y algunas 
sugerencias de texto/intervención para defender la integridad, la equidad y los derechos humanos. 

I. INTRODUCCIÓN 

1.1 Contexto de los SB64 
Los Órganos Subsidiarios de la CMNUCC en 2026 se enmarcan en la urgencia de traducir los marcos aprobados 
en implementación. El vacío en textos oficiales de algunas decisiones de la COP30 exige que el espacio técnico 
actúe con audacia. La sociedad civil exige que no se diluya la acción urgente en laberintos procedimentales. 

1.2 El anclaje legal indispensable 
Las OCs, con la de la CIJ ahora respaldada y acogida por la  resolución A/80/L.65 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, marcan un antes y un después en la diplomacia climática estableciéndose como el estándar 
mínimo e irrenunciable que guíe a todas las delegaciones. Sus conclusiones determinan que: 

1.​ Los Estados tienen la obligación de prevenir daños significativos al sistema climático y deben adoptar 
todas las medidas a su alcance para reducir las emisiones y limitar el aumento de la temperatura global a 
1.5°C, guiados por el principio de precaución, la mejor ciencia disponible reflejada en los reportes del IPCC  y 
el principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas y capacidades respectivas (obligaciones de 
conducta y resultado). 

2.​ El incumplimiento de las obligaciones genera responsabilidad internacional y las consecuencias 
jurídicas de un hecho internacionalmente ilícito incluyen la cesación de las acciones u omisiones, garantías 
de no repetición y la reparación íntegra. La ambición no es discrecionalidad política, es el estándar de la 
debida diligencia estricta (responsabilidad por daño climático). 

3.​ La inacción vulnera derechos humanos fundamentales y compromete la supervivencia de las 
generaciones presentes y futuras (equidad intergeneracional y derechos humanos).  

4.​ Los Estados tienen la obligación de cooperar para prevenir daños significativos al sistema climático, 
lo que les exige la aplicación de formas sostenidas y continuadas de cooperación de buena fe.  

5.​ Los Estados deben abandonar los combustibles fósiles en los sistemas energéticos mediante una 
transición justa, ordenada y equitativa, así como eliminar los subsidios ineficientes.  

6.​ La resolución A/80/L.65 establece que el Secretario General de la ONU deberá presentar un informe 
a la Asamblea General sobre cómo promover el cumplimiento de las obligaciones derivadas de las 
conclusiones de la Corte, considerando la mejor ciencia disponible, posibles lagunas en la acción climática y 
la coordinación con mecanismos existentes como la CMNUCC y el Acuerdo de París.  

1 CANLA es el nodo latinoamericano y caribeño de CAN Internacional. Una red global de más de 2000 organizaciones de la sociedad civil que trabaja 
para garantizar que la acción climática se base en los derechos humanos. 
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II. EJES PRIORITARIOS 

EJE A. Programa de Trabajo sobre Transición Justa (JTWP) y Operativización del Mecanismo de 
Belém-Antalya (BAM) 
Programa de Trabajo sobre Transición Justa 

Meta: avanzar de manera decidida en el diseño estructural, composición, gobernanza y funciones del 
Mecanismo de Belém-Antalya (BAM) para consolidarlo como un marco vinculante, ambicioso, inclusivo y 
operativo, capaz de coordinar las transiciones sectoriales globales bajo criterios estrictos de derechos humanos, 
justicia socioambiental y participación efectiva de titulares de derechos. Lo anterior teniendo presente que 
definir el Mecanismo es uno de los mandatos fundamentales para este año.  

Demanda: CANLA demanda que se estructure el BAM bajo una arquitectura técnico-jurídica coherente que 
traduzca los principios aprobados en la COP30 en mandatos específicos para proteger el tejido socioeconómico 
de América Latina y el Caribe. El mecanismo no debe ser un espacio puramente deliberativo; debe contar con la 
capacidad institucional para movilizar recursos destinados a subsidiar estrategias territoriales de transición justa 
en los países en desarrollo.  

Exigimos, de forma irrenunciable, que las modalidades de gobernanza de sus órganos y comités garanticen 
mecanismos permanentes, inclusivos y efectivos de participación, especialmente para las circunscripciones 
basadas en derechos de la CMNUCC (Pueblos Indígenas, afrodescendientes, mujeres, niños y jóvenes y 
sindicatos), incluyendo representación con capacidad de incidencia en la toma de decisiones, acceso a la 
información y espacios de consulta y seguimiento.  

Asimismo, el BAM debe asegurar que las comunidades de primera línea cuenten con mecanismos vinculantes de 
protección social y no carguen de manera asimétrica con los costos de la transición. 

Sugerencia para redacción/intervención: "decide que el Mecanismo de Belém-Antalya (BAM) integrará un mandato 
expreso para el desarrollo de directrices sobre la movilización de apoyo financiero público, previsible y basado en 
donaciones destinados a la ejecución de estrategias nacionales y territoriales de transición justa en los países en 
desarrollo con enfoque de cooperación. Además, dispone que las modalidades de gobernanza del mecanismo 
garanticen la inclusión permanente de asientos reservados con derecho a voz y voto para representantes de las 
circunscripciones de observadores basadas en derechos, con participación efectiva en los procesos de toma de 
decisiones, acceso a la información y espacios de consulta y seguimiento, salvaguardando de forma efectiva los 
derechos humanos, los derechos laborales y la equidad de género e intergeneracional en todas las intervenciones u 
acciones coordinadas por este instrumento." 

EJE B. Balance Global (GST) y Brecha de Ambición 
Seguimiento al Balance Global (GST) / NDCs 3.0 

Meta: articular el Diálogo de los Emiratos Árabes Unidos en Bonn —centrado en el financiamiento y los medios 
de implementación para los países en desarrollo— con el inicio formal de la fase técnica del segundo Balance 
Global (GST2) en la COP31, garantizando que el proceso se rija de manera estricta bajo los principios de equidad 
y la mejor ciencia disponible (IPCC). 

Demanda: CANLA exige que el GST2 se consolide como un mecanismo vinculante de rendición de cuentas y 
auditoría climática real. Para evitar la saturación metodológica que afectó al primer ciclo, demandamos la 
ampliación estratégica de la fase política del GST2, garantizando un debate técnico profundo y no apresurado de 
las decisiones finales que institucionalice, además, la participación y el escrutinio directo de la sociedad civil, los 
Pueblos Indígenas y los gobiernos subnacionales en todas sus etapas. 

De conformidad con las Opiniones Consultivas (OC), los Estados tienen la obligación jurídica de actuar con la 
debida diligencia adoptando medidas de mitigación consistentes con el límite de los 1.5°C. En consecuencia, la 
persistente brecha de ambición constituye un incumplimiento directo de sus obligaciones internacionales. Ante 
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la alarmante evidencia científica sobre el riesgo inminente de superación (overshoot) de los 1.5°C hacia 2030, las 
discusiones en Bonn deben forzar una nueva conversación política que redefina las estrategias globales de 
mitigación, resiliencia y financiamiento inmediato para la adaptación ante desastres concurrentes como el 
fenómeno de El Niño. 

Habiéndose cumplido los plazos de presentación, exigimos que los SB64 obliguen a los Estados que aún 
adeudan la entrega de sus NDCs 3.0 a radicarlas formalmente antes de la COP31, estableciendo consecuencias 
claras por el retraso. Enfatizamos que el foco de esto debe centrarse en la implementación y el examen estricto 
de las metas existentes. Para ello, los Informes Bienales de Transparencia (BTR) y los informes de síntesis 
deben ser utilizados como la línea base primaria para auditar el cumplimiento doméstico real de los 
países, visibilizando de manera transparente las brechas de financiamiento, transferencia tecnológica y 
capacidades que condicionan las metas de América Latina y el Caribe. 

Finalmente, la continuidad del Diálogo Anual sobre NDCs y el Balance Global solo se justifica si se reorienta de 
forma vinculante hacia el seguimiento de los flujos de apoyo. Para recuperar la credibilidad del proceso, exigimos 
el cese inmediato del desvío de fondos públicos hacia el gasto militar y las economías de guerra por parte de los 
países desarrollados, demandando el establecimiento de un mecanismo estricto de condicionalidad que obligue 
a redirigir de manera previsible esos recursos hacia el financiamiento climático internacional y la supervivencia 
de las comunidades más vulnerables del Sur Global. 

Sugerencia para redacción/intervención: (i) "insta a las Partes a que sus Contribuciones Determinadas a Nivel 
Nacional (NDC 3.0) incluyan metas cuantitativas de reducción de emisiones basadas en la ciencia del IPCC alineadas 
con la trayectoria de 1.5°C, bajo un esquema vinculante de rendición de cuentas e informes periódicos de 
cumplimiento ante los Órganos Subsidiarios." (ii) “el diálogo de los EAU debe abordar brechas y necesidades para que 
los países en desarrollo avancen en la formulación e implementación de las hojas de ruta alineadas a la trayectoria del 
1.5”. (iii) “recuerda el artículo 14 del Acuerdo de París, e insta a las Partes a realizar una evaluación más integral de los 
cuatro elementos del mandato, construyendo sobre las lecciones aprendidas en el primer GST ” 

EJE C.I. Objetivo Global de Adaptación (GGA) 
Track de negociación: Matters related to the Global Goal on Adaptation 

Según la Resolución de la ONU sobre la Opinión Consultiva de la Corte Internacional de Justicia, OC, los Estados tienen la 
obligación legal de proteger los derechos humanos (incluidos los de las futuras generaciones) frente a los impactos 
climáticos previsibles, lo que implica que la adaptación es un deber de protección inmediato y, en caso de superarse sus 
límites, debe dar paso a mecanismos reparatorios bajo el marco de pérdidas y daños. 

Meta: fortalecer la implementación y testeo de los Indicadores de Adaptación de Belém (BAI), haciendo que la 
Visión de Belém-Addis (BAV) sea un proceso inclusivo, transparente y de continuo de aprendizaje; garantizar que 
la Hoja de Ruta de Bakú para la Adaptación (BAR) cumpla con su función de apoyar los medios de 
implementación, de forma articulada al GST2 y la labor bajo la Visión de Belém-Addis; incluir la meta de triplicar 
el financiamiento para adaptación en un track formal de negociación.  

Demanda: avanzar con la implementación de la arquitectura de adaptación de forma integrada entre sus 
propios ítems (GGA, Programa de Trabajo de Nairobi -NWP-, Comunicaciones de Adaptación, Planes Nacionales 
de Adaptación) y con los ítems de financiamiento climático. Para ello, debemos: i. incluir referencias explícitas al 
rol del NWP en la BAV, reflejado en las conclusiones de los SBs; ii. velar por las sinergias entre el proceso del BAR 
y el de la BAV; iii. acuerdo sobre la composición (inclusiva de expertos, constituencies, órganos constituidos, 
Partes y organizaciones custodio), mandato (ampliando el alcance para incluir relación con NAPs y el GST2), 
cronograma específico y resultados esperados de la BAV; iv. Incluir el mandato de triplicar el financiamiento para 
adaptación en un proceso formal de negociación para apoyar la implementación del GGA, sea en la propia del 
GGA, en el ítem de agenda del Comité Permanente de Finanzas; en el Programa de Trabajo del Artículo 9 o en el 
Baku Adaptation Roadmap. 

Sugerencia para redacción/intervención: "determina que el financiamiento para el logro de las metas del Objetivo 
Global de Adaptación (GGA) debe alinearse con el compromiso de triplicar el financiamiento para la adaptación y de la 
NCQG, y provendrá de fuentes públicas nuevas y adicionales en forma de subvenciones, evitando mecanismos 
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financieros que incrementen el endeudamiento soberano de las Partes que son países en desarrollo."El Grupo de 
Trabajo Técnico de la Visión de Belém-Addis garantizará una composición equilibrada entre países desarrollados y en 
desarrollo, la participación de expertos, representantes de los constituencies de la CMNUCC, los órganos constituidos, y 
las organizaciones internacionales de relevancia para los BAIs” ”El Grupo de Trabajo Técnico de la Visión de 
Belém-Addis celebrará reuniones virtuales inmediatamente luego su conformación formal, y establecerá un plan de 
trabajo conforme las orientaciones acordadas por las Partes en los SB64”. 

EJE C.II. Orientaciones relativas a las comunicaciones sobre la adaptación 
Track de negociación: Guidance relating to adaptation communications 

En 2025, no fue posible revisar las orientaciones de conformidad con la Decisión 9/CMA.1. En la 62.ª reunión del Órgano 
Subsidiario (SB 62) se debatió que la revisión requería la maduración y el avance de otros puntos, entre ellos las 
orientaciones generales sobre la adaptación (GGA) y los planes nacionales de adaptación (PNA). Además, algunas Partes 
plantearon la necesidad de mantener procesos de revisión paralelos con los MPG, que se revisarán a más tardar en 2028, 
de conformidad con la Decisión 18/CMA.1. El número de comunicaciones sobre el uso de las orientaciones también fue 
insuficiente; por lo tanto, se consideró que la ampliación del plazo para las comunicaciones podría mejorar la evaluación.  

Meta: en los SB64 se debe definir el alcance, procedimiento y plazos (quién, cómo y cuándo se llevará a cabo la 
revisión de las orientaciones), la relación con otros procesos, como el GST, la revisión de los MPG de los BTR y 
otros puntos de la agenda de adaptación, incluida la GGA.  

Demanda: acordar en los SB64 una hoja de ruta clara con plazos definidos para revisar y fortalecer las 
orientaciones sobre las Comunicaciones de Adaptación, incorporando el Marco de los EAU para la Resiliencia 
Climática Global (UAE-FGCR). Este proceso debe incluir aportes de las Partes y actores relevantes, aprovechar las 
sinergias con los BTR y contar con recomendaciones técnicas de los órganos expertos para permitir la adopción 
de los ajustes necesarios a más tardar en la COP33.  

Sugerencia para redacción/intervención: “es fundamental que acordemos una secuencia de trabajo clara y 
predecible para integrar el Marco de los EAU para la Resiliencia Climática Global en las Comunicaciones de Adaptación. 
Esto requiere definir plazos para recibir aportes de las Partes y actores relevantes, aprovechar las sinergias con los BTR 
y los formatos tabulares existentes, y encomendar a los órganos técnicos competentes la elaboración de 
recomendaciones que permitan actualizar las orientaciones vigentes. Una hoja de ruta acordada desde ahora brindará 
la certeza necesaria para adoptar los ajustes correspondientes a más tardar en la COP33.” 

EJE C.II. Revisión de los avances, la eficacia y el rendimiento del Comité de Adaptación 
Track de negociación: Review of the progress, effectiveness and performance of the Adaptation Committee 

Los órganos constituyentes de la CMNUCC son objeto de revisión periódica de conformidad con sus mandatos. Con la 
entrada en vigor del Acuerdo de París, surgió un conflicto jurídico-político sobre si los órganos que reciben orientación de la 
COP/CMP también deberían recibirla de la CMA. En general, los países desarrollados han promovido la interpretación de 
que el Acuerdo es independiente de la CMNUCC, lo que ha suscitado objeciones por parte del Sur Global debido a las 
diferencias en los anexos y las responsabilidades que estos conllevan. Las revisiones de los órganos se convirtieron en el 
principal foco de controversia, ya que decidir qué órgano supremo dirige y participa en la revisión puede implicar la 
aceptación de una interpretación u otra. Así, la revisión del Comité de Asesoramiento (AC) lleva cinco años estancada. La 
COP 26 invitó a la CMA a participar en la revisión en la COP 27; sin embargo, desde la COP 27 hasta la COP 29 se observó 
que la revisión no podía completarse. 

Meta: acordar una decisión que permita concluir la revisión del Comité de Adaptación o, en su defecto, 
establecer un proceso con plazos claros para su finalización, preservando su mandato de apoyo técnico a los 
países en desarrollo y fortaleciendo su capacidad para cumplir las funciones adicionales encomendadas.  

Demanda: solicitamos concluir a la mayor brevedad posible la revisión del Comité de Adaptación, preservando 
su mandato de brindar apoyo técnico y asesoramiento a los países en desarrollo en materia de adaptación. Es 
fundamental evitar la prolongación indefinida de este proceso y dotar al Comité de la claridad institucional 
necesaria para seguir cumpliendo eficazmente sus funciones, especialmente ante las crecientes 
responsabilidades que le han sido asignadas en el marco del Objetivo Global de Adaptación. 
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Sugerencia para redacción/intervención: “consideramos que es necesario avanzar hacia una pronta conclusión de la 
revisión del Comité de Adaptación. El Comité desempeña un papel central como principal órgano técnico de apoyo a 
los países en desarrollo en materia de adaptación, y la prolongación de este debate genera incertidumbre institucional 
y afecta su capacidad de cumplir con mandatos cada vez más amplios, incluidos aquellos vinculados al Objetivo Global 
de Adaptación y a la evaluación colectiva del progreso en adaptación. Por ello, alentamos a las Partes a encontrar una 
solución que permita cerrar este tema en el corto plazo, fortaleciendo el rol del Comité y preservando la coherencia 
institucional del régimen climático internacional.” 

EJE D. Acción para el Empoderamiento Climático (ACE) 
Programa de Trabajo de Glasgow sobre ACE / Articulación con Escazú 

Meta: asegurar que el nuevo Plan de Acción de ACE se integre de manera transversal en la convención y que 
impulse el derecho a participación pública real, el derecho al acceso a la información  y la educación climática 
transformadora; reconociendo que el espacio cívico seguro y la integridad de la información son condiciones 
estructurales indispensables para que el ACE cumpla su mandato. 

Demandas:   

Institucionalización de la gobernanza y sinergias del ACE: vincular de manera vinculante el ACE dentro de los 
sistemas nacionales de gobernanza climática, mediante estructuras permanentes y dotadas de recursos 
suficientes que institucionalicen la participación directa de juventudes, niñeces, mujeres, pueblos indígenas y 
comunidades afrodescendientes (ej. la Asamblea Climática Global de Pueblos) en la formulación, implementación 
y monitoreo de políticas. Para ello, se deben establecer interfaces estructuradas de coordinación pre-COP31 
entre los puntos focales de ACE, los mecanismos de género, el Programa de Transición Justa, el LCIPP y los 
esquemas del Acuerdo de Escazú y la Convención de Aarhus. 

Métricas interseccionales de reporte: desarrollar y adoptar un conjunto de indicadores transversales desagregados 
por género, raza, edad, territorio y condición de discapacidad para el monitoreo del ACE, facilitando su 
integración directa en los marcos de reporte y transparencia existentes de la CMNUCC. 

Integridad de la información y salvaguardas procedimentales: incorporar la integridad de la información como pilar 
estructural del nuevo Plan de Acción, definiendo estándares contra el greenwashing, garantizando el acceso a la 
información de las negociaciones y articulando salvaguardas para periodistas, investigadores y personas 
defensoras ambientales. Conforme a las OC, estos derechos de acceso son obligaciones procedimentales de 
carácter consuetudinario e indispensables para la debida diligencia climática. 

Mandatos operativos para talleres temáticos: exigir que las sesiones técnicas y talleres de trabajo adopten de 
forma prioritaria los siguientes tres productos: 

I.​ Guías metodológicas para el diseño de NDC con enfoques sensibles a la infancia, inclusivos de la 
discapacidad, intergeneracionales y con perspectiva de género y conciencia racial. 

II.​ Una mesa redonda formal sobre el estatus técnico y la protección de las personas defensoras de los 
derechos humanos ambientales. 

III.​ Un espacio de articulación con los mecanismos financieros multilaterales (GCF, GEF, AF, FRLD) para 
simplificar e implementar modalidades de acceso directo y socialmente responsivas para organizaciones 
territoriales y de base. 

Sugerencia para redacción/intervención: (1) "decide establecer un nuevo Plan de Acción que habilite esructuras 
institucionales, mecanismos y canales de información técnica accesible, oportuna, continua y culturalmente adecuado 
para comunidades de primera línea”, (2) “ decide establecer interfaces estructuradas y mecanismos de intercambio 
entre los puntos focales nacionales de ACE, los procesos de Transición Justa, el LCIPP, el Acuerdo de Escazú y la 
Convención de Aarhus, habilitando estructuras institucionales permanentes, culturalmente adecuadas y socialmente 
responsivas que garanticen el reconocimeinto y protección de los defensores ambientales y la participación efectiva de 
juventudes, pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes y grupos en situación de vulnerabilidad en la 
gobernanza climática, con indicadores desagregados y mecanismos de financiamiento de acceso directo comunitario" 
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EJE E. Transparencia metodológica, rendición de cuentas del SCF y reportes del Artículo 9.5 
Comité Permanente de Finanzas (SCF) / Aplicación del Artículo 9, párrafo 5, del Acuerdo de París (SBI). 

Meta: forzar al SCF a adoptar definiciones metodológicas rigurosas y desglosadas que impidan doble 
contabilidad de los flujos de financiamiento climático de los países desarrollados, asegurando que las 
comunicaciones bienales del Artículo 9.5 brinden predictibilidad real a la región sin camuflar préstamos 
comerciales como apoyo técnico. 

Demanda: CANLA demanda que en la 40.ª reunión del SCF se aplique un filtro metodológico al Tercer informe 
sobre el progreso de la movilización de los 100.000 millones de dólares y a la Séptima Evaluación Bienal (BA). 
Cualquier declaración que afirme el cumplimiento de metas históricas sea condicionada metodológicamente, 
obligando a transparentar las diversas definiciones de financiamiento y prohibiendo determinaciones políticas 
sesgadas que oculten la falta de datos reales del Sur Global. Para el Artículo 9.5, demandamos que de cara al 
plazo de entrega de diciembre de 2026, los países desarrollados implementen un reporte desagregado: niveles 
proyectados de financiamiento público real provisto (Art. 9.1) y movilización privada (Art. 9.3). Este reporte debe 
desglosar los fondos destinados de manera diferenciada a mitigación, adaptación y pérdidas y daños para evitar 
que la contabilidad laxa e interpretaciones divergentes sigan diluyendo los compromisos vinculantes 
internacionales. 

Sugerencia para redacción/intervención: "solicita al Comité Permanente de Finanzas que, en la elaboración de sus 
informes técnicos de evaluación de flujos, aplique criterios metodológicos estricta y explícitamente transparentes 
basados en perspectivas de equivalencia de subvención, distinguiendo con claridad la provisión de financiamiento 
público respecto de la movilización privada, e insta a las Partes que son países desarrollados a que en sus 
comunicaciones bienales en virtud del Artículo 9.5 desglosen detalladamente la asignación proyectada de recursos 
entre mitigación, adaptación y pérdidas y daños, adoptando una definición común de 'fondos nuevos y adicionales' 
que elimine la duplicación o la doble contabilidad de la asistencia oficial para el desarrollo." 

EJE F. Pérdidas y Daños; Reparaciones; Impactos 
Track de negociación: Mecanismo Internacional de Varsovia (WIM) / Órgano de Gobierno del Fondo para Responder a Pérdidas y 
Daños (FRLD) / Órganos Subsidiarios (SBI y SBSTA). 

Meta: consolidar la arquitectura financiera de pérdidas y daños asegurando la capitalización obligatoria del 
Fondo (FRLD) mediante recursos públicos nuevos, adicionales, previsibles y no generadores de deuda, 
integrando salvaguardas explícitas de derechos humanos y mecanismos institucionales de acceso directo para 
comunidades locales. 

Demanda: CANLA alarma ante la persistente brecha financiera para hacer frente a las pérdidas y daños en los 
países de América Latina y el Caribe, donde los eventos climáticos extremos y de evolución lenta imponen costos 
económicos y no económicos devastadores sobre un espacio fiscal ya restringido. Demandamos que las 
discusiones técnicas en los SB64 rechacen categóricamente cualquier intento de los países desarrollados de 
diluir sus obligaciones vinculantes del Artículo 9 del Acuerdo de París mediante el uso de seguros climáticos 
comerciales, esquemas de transferencia de riesgo de mercado o créditos basados en deuda. 

Exigimos la operativización inmediata de ventanas específicas de acceso directo y simplificado al FRLD para 
organizaciones comunitarias, Pueblos Indígenas, mujeres, afrodescendientes y defensores de derechos humanos 
ambientales, evitando los laberintos técnicos y las condicionalidades macroeconómicas que caracterizan a las 
instituciones financieras tradicionales. En consonancia con las Opiniones Consultivas (OC), los Estados tienen la 
responsabilidad jurídica internacional de reparar los daños climáticos transfronterizos que sus emisiones 
históricas provocan; por lo tanto, la provisión de estos recursos debe ser incondicional, basada en subvenciones 
(donaciones) y libre de deudas coloniales. Asimismo, exigimos que el mandato de la Red de Santiago y las 
funciones del WIM se articulen estrechamente con el FRLD para brindar asistencia técnica rápida que no 
dependa de intermediación de agencias multilaterales comerciales. 

Sugerencia para redacción/intervención: "insta a los países desarrollados a aportar recursos financieros públicos 
sustanciales, nuevos y adicionales al Fondo para Responder a Pérdidas y Daños, para avanzar de forma acelerada en 
la mitigación de los impactos económicos y no económicos concurrentes en los países en desarrollo; y dispone que las 
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reglas operativas del Fondo establezcan modalidades obligatorias de acceso directo no reembolsable para 
comunidades y titulares de derechos de primera línea, de plena conformidad con salvaguardas de derechos humanos, 
equidad intergeneracional y las responsabilidades comunes pero diferenciadas." 

III. POSICIONAMIENTOS COMPLEMENTARIOS EN OTRAS LÍNEAS DE LA AGENDA 

Además de los ejes priorizados, CANLA presenta de forma sucinta su posición política y demandas de 
salvaguarda en otras negociaciones o conversaciones de los SB64 que afectan directamente el desarrollo 
territorial, con enfoque de derechos, de América Latina y el Caribe: 

A.​ Artículo 6 y Mecanismos de Cooperación (Mercados de Carbono) 
Diálogo sobre la Ambición del Artículo 6.2. 

Meta: blindar la integridad ambiental del Acuerdo de París impidiendo que los mecanismos de mercado 
debiliten la ambición real de mitigación y la soberanía comunitaria, promoviendo al mismo tiempo el 
fortalecimiento de los Enfoques No Basados en Mercado (Artículo 6.8) como mecanismos complementarios 
de cooperación climática internacional.  

Demanda: rechazamos de forma inequívoca el uso de los mercados de compensación de emisiones (carbon 
offsetting) como supuesta solución a la crisis climática o como sustituto de las obligaciones de financiamiento 
climático de los países desarrollados. Las compensaciones constituyen un comercio de activos altamente 
problemático que perpetúa el modelo extractivista de los grandes contaminadores y exacerba las 
desigualdades. Expresamos profunda alarma por la excesiva dependencia del Artículo 6 detectada en las 
nuevas NDC y demandamos que los marcos de diseño técnico del Artículo 6.2 y 6.4 dejen de debilitar sus 
salvaguardas para complacer los intereses financieros de los actores del mercado. Exigimos que las reglas 
de diseño para el establecimiento de líneas base, adicionalidad y riesgos de no permanencia impongan 
estándares de la más alta integridad científica y de conocimientos indígenas, incluyendo la aplicación 
rigurosa de ajustes correspondientes, mecanismos robustos de transparencia y trazabilidad, y medidas 
efectivas para evitar la doble contabilidad de reducciones de emisiones. Demandamos que las comunidades 
locales y las circunscripciones basadas en derechos tengan una inclusión y participación directa garantizada 
en la fiscalización de estos esquemas, incluyendo mecanismos independientes , accesibles y efectivos de 
queja y reparación para comunidades potencialmente afectadas 

Sugerencia para redacción/intervención: "insta a las Partes a priorizar reducciones reales y directas de 
emisiones por encima de los enfoques de transferencia de resultados de mitigación, y decide que todas las normas 
operativas, metodologías de líneas de base y requisitos de adicionalidad en virtud del Artículo 6 se elaboren 
aplicando de forma estricta el principio de precaución, garantizando la consulta y el consentimiento previo, libre e 
informado; asegurando que estos mecanismos no sustituyan la provisión obligatoria e incondicional de 
financiamiento público internacional para el clima, ni sean utilizados para compensar emisiones que debieron 
reducirse en origen, en concordancia con el principio de Mitigación Global de las Emisiones (OMGE) y con el 
objetivo de aumentar la ambición climática" 

B.​ Agricultura, sistemas alimentarios y seguridad alimentaria (Programa de Sharm el-Sheikh) 
Trabajo Conjunto de Sharm el-Sheikh sobre la Aplicación de la Acción Climática en la Agricultura y la Seguridad Alimentaria 
(SSJW). 

Meta: reorientar el taller y las discusiones sobre Medios de Implementación (MoI) para mejorar la calidad, 
focalización y entrega de apoyos directos a los productores de pequeña escala.  

Demanda: rechazar el uso de financiamiento climático basado en préstamos para el sector agrícola y 
alimentario, puesto que los créditos que generan deuda imponen un riesgo financiero desproporcionado e 
ilegítimo sobre las mujeres rurales, pequeños agricultores y comunidades locales de la región que menos 
han contribuido a la crisis. Exigimos una escala urgente de financiamiento público basado en subvenciones 
de acceso directo para organizaciones productoras locales. Asimismo, demandamos que las discusiones 
sobre MoI prioricen de manera integral enfoques holísticos como la agroecología, resuelvan los problemas 
estructurales de la gobernanza, redistribución y acceso a la tierra, detengan la consolidación del poder 
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corporativo y redirijan los subsidios agrícolas dañinos hacia la sostenibilidad y soberanía alimentaria. 

Sugerencia para redacción/intervención: "decide que las actividades relativas a los medios de implementación 
en el marco del Trabajo Conjunto de Sharm el-Sheikh den prioridad absoluta a la provisión de financiamiento 
público basado en donaciones no reembolsables y a modalidades de acceso directo para organizaciones 
productoras locales, promoviendo de forma sistémica la agroecología, la gobernanza equitativa de la tierra y la 
transferencia tecnológica justa, excluyendo cualquier modalidad de financiamiento basada en deuda o soluciones 
tecnológicas que profundicen las desigualdades estructurales en los países en desarrollo."  

C.​ Marcos de transparencia 
Marco de Transparencia Reforzado (ETF) / Diálogo del Balance Global (GST). 

Meta: asegurar que el proceso de presentación y examen de los Informes Bienales de Transparencia (BTR) 
funcione como una herramienta rigurosa para evaluar los aprendizajes, visibilizar las brechas de 
implementación y guiar la acción doméstica de los Estados. 

Demanda: es imperativo que los países establezcan de forma obligatoria espacios y eventos interactivos 
para que una diversidad de partes interesadas —incluyendo las organizaciones comunitarias y las 
circunscripciones basadas en derechos de la CMNUCC— puedan auditar y aportar de manera efectiva a la 
evaluación de dichos informes. El análisis de los BTR y sus informes de síntesis deben servir como la base de 
evidencia principal para demostrar los desafíos reales de financiamiento, transferencia de tecnología y 
construcción de capacidades que limitan la ejecución de las metas condicionadas en las NDC de la región. 

Sugerencia para redacción/intervención: "insta a las Partes a que, al aplicar el Marco de Transparencia 
Reforzado, creen e institucionalicen espacios formales de participación y consulta pública que permitan una 
interacción efectiva de la sociedad civil y las circunscripciones basadas en derechos en el análisis de los Informes 
Bienales de Transparencia, garantizando que las revisiones técnicas reflejen de manera transparente las 
necesidades y brechas específicas de medios de implementación expresadas por las comunidades de primera 
línea." 

D.​ Cooperación con otras organizaciones/Sinergias de las Convenciones de Río 
Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico (SBSTA). 

Meta: avanzar hacia una decisión adoptada en la COP31 que establezca áreas de trabajo clave, mejore los 
mandatos de coordinación y garantice una implementación sinérgica y soberana que evite la duplicación de 
recursos. 

Demanda: exigir que el SBSTA mantenga un espacio de discusión permanente dedicado a la cooperación 
entre las tres Convenciones de Río (CMNUCC, CDB y CNULD). La alineación de planes y estrategias 
nacionales debe enfocarse en soluciones conjuntas ante las crisis interconectadas de cambio climático, 
pérdida de biodiversidad, degradación de tierras y sequía. CANLA demanda que estas sinergias se basen en 
la restauración ecológica y los derechos territoriales, asegurando que los mecanismos de cooperación no se 
utilicen como esquemas de compensación corporativa o lavado verde que vulneren la integridad de los 
ecosistemas y los derechos de las comunidades de la región. 

Sugerencia para redacción/intervención: "recomienda que la Conferencia de las Partes, en su próximo período 
de sesiones, adopte una decisión encaminada a establecer un grupo de expertos técnicos para guiar la aplicación 
sinérgica de las tres Convenciones de Río a nivel nacional, garantizando que dicha cooperación salvaguarde la 
integridad de los ecosistemas, respete plenamente los derechos de los Pueblos Indígenas y las comunidades 
locales, y prohíba de forma expresa el uso de enfoques de mercado o compensaciones inter-convenciones que 
desvíen las obligaciones reales de mitigación y adaptación." 

E.​ Preparativos para las Reuniones Intergubernamentales (AIM) 
Órgano Subsidiario de Ejecución (SBI). 

Meta: reformar las reglas de organización de los procesos intergubernamentales para blindar el espacio de 
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participación civil, garantizar los derechos de los observadores y frenar la captura corporativa y los conflictos 
de interés dentro de los procesos de la convención. 

Demanda: frente a la alarmante reducción y el constante hostigamiento al espacio cívico en las conferencias 
climáticas, exigimos garantías vinculantes para la protección de los derechos de expresión, libre asociación y 
manifestación pacífica de los activistas y defensores de derechos humanos en el marco de las negociaciones 
y dentro de los países sede. CANLA demanda la publicación obligatoria e inmediata de todos los Acuerdos 
con el País Sede (Host Country Agreements) incorporando cláusulas estrictas de derechos humanos. Es 
urgente detener la influencia indebida y los conflictos de interés generados por el cabildeo de la industria de 
los combustibles fósiles y otros sectores contaminantes. Exigimos la implementación de un marco de 
rendición de cuentas que solicite a las y los participantes no gubernamentales a transparentar sus fuentes 
de financiamiento, asegure una asignación equitativa y transparente de credenciales basada en el balance 
poblacional mundial y garantice que las intervenciones de los observadores tengan prioridad de espacio y 
asientos adecuados frente a las delegaciones oficiales. 

Sugerencia para redacción/intervención: "solicita a la Secretaría que, en los arreglos para las futuras reuniones 
intergubernamentales, asegure que todos los Acuerdos con el País Sede incluyan salvaguardas vinculantes y 
ejecutables para la protección de los derechos humanos y la libertad de expresión y manifestación pacífica, e 
incorpore un Marco de Rendición de Cuentas robusto que exija la declaración de conflictos de interés y fuentes de 
financiamiento, limitando rigurosamente el acceso y la influencia de personas vinculados a industrias cuyos 
intereses comerciales entren en contradicción directa con los objetivos del Acuerdo de París y de la Convención." 

F.​ Diálogo sobre comercio, medidas unilaterales y acción climática justa 
Diálogo de Alto Nivel sobre Clima y Comercio. 

Meta: garantizar que las discusiones internacionales sobre comercio internacional respeten la soberanía de 
las economías del Sur Global y eviten barreras comerciales o medidas unilaterales que generen competencia 
desleal. 

Demanda: CANLA expresa un rechazo al uso de medidas comerciales unilaterales coercitivas bajo el 
pretexto de "proteccionismo verde" (como los aranceles o mecanismos de ajuste en frontera por emisiones 
de carbono) que castigan de forma injusta y asimétrica el desarrollo y las economías de América Latina y el 
Caribe. Exigimos que cualquier conversación o marco sobre políticas climáticas comerciales se rija de 
manera inquebrantable bajo los principios de equidad y Responsabilidades Comunes pero Diferenciadas y 
Capacidades Respectivas (CBDR-RC). El comercio internacional debe reformarse estructuralmente para 
facilitar —en lugar de bloquear mediante propiedad intelectual— la transferencia libre de tecnologías, la 
exención de patentes esenciales para la resiliencia y el fin de los esquemas extractivistas neocoloniales de 
minerales, permitiendo que la transición industrial de nuestra región sea verdaderamente soberana y justa. 

Sugerencia para redacción/intervención: "enfatiza que las medidas comerciales relacionadas con el cambio 
climático deben estar plenamente alineadas con los principios de equidad y responsabilidades comunes 
pero diferenciadas, evitando la aplicación de medidas unilaterales que constituyan un medio de 
discriminación arbitraria o una restricción encubierta al comercio internacional de los países en desarrollo, e 
insta a cooperar en la reforma de los regímenes de propiedad intelectual para acelerar la transferencia 
incondicional de tecnologías críticas para la mitigación y la adaptación en el Sur Global." 

G.​ Hoja de ruta para la transición justa, ordenada y equitativa para abandonar los combustibles 
fósiles (TAFF / desfosilización) 
Diálogo de los Emiratos Árabes Unidos sobre la aplicación de los resultados del Balance Global (Diálogo GST-UAE) / Programa 
de Trabajo sobre Transición Justa. 

Meta: traducir la iniciativa global de la Presidencia en la obligación de co-diseñar "Hojas de Ruta Nacionales 
de Soberanía Energética y Prosperidad más allá de los combustibles fósiles", garantizando trayectorias con 
base científica, diferenciadas por la equidad y con financiamiento público internacional real sin perder el 
componente de cooperación y el principio de Responsabilidades Comunes pero Diferenciadas.  
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Demanda: CANLA reconoce que esta hoja de ruta es más que una hoja de ruta de desfosilización. Debe ser 
una hoja de ruta para la transición energética justa. Para lograrlo, el punto de partida debe ser detener la 
apertura de nuevos proyectos y yacimientos de combustibles fósiles. En esa línea, CANLA respalda el 
establecimiento de moratorias a la exploración de nuevos yacimientos y de Zonas Libres de Combustibles 
Fósiles, en consonancia con los consensos alcanzados en la Conferencia de Santa Marta. CANLA demanda 
que la hoja de ruta impulsada por la Presidencia comprometa a los Estados a establecer metas vinculantes y 
cronogramas de declive de la producción y consumo de fósiles, diferenciados bajo el principio de 
Responsabilidades Comunes pero Diferenciadas y Capacidades Respectivas (CBDR-RC). Los países 
desarrollados de ingresos altos deben lograr el abandono total para 2040 (carbón en 2030, gas en 2035) , 
mientras que en ALC la transición a 2050 debe estar habilitada por la provisión masiva de medios de 
implementación (financiamiento público no reembolsable, transferencia tecnológica soberana y reforma de 
la arquitectura financiera para el alivio de la deuda).  

Exigimos procesos de cierre y salida responsable de la infraestructura fósil existente, con remediación, 
reconversión laboral y reparación de territorios afectados, así como el rechazo absoluto al gas fósil, la 
geoingeniería o la captura y almacenamiento de carbono (CCS) como "falsas soluciones" o distractores 
corporativos. Asimismo, la desfosilización debe ser de base territorial y participativa, protegiendo 
activamente a las y los defensores y promoviendo sistemas de energía descentralizados, resilientes y 
comunitarios que aborden la pobreza energética y soporten los impactos climáticos. El propósito debe ser 
evitar una transición por adición, reproductora de lógicas hegemónicas de baja productividad por 
dependencia primaria-extractiva, y alcanzar una desfosilización estructural con justicia climática. En esa 
lógica, la adaptación y la reparación en el proceso demandan la implementación de mecanismos de 
restauración integral de los ecosistemas dañados por décadas de extractivismo.   

Sugerencia para redacción/intervención: "insta a las Partes a que, al aplicar los resultados del Balance Global y 
estructurar sus hojas de ruta de transición energética de conformidad con la iniciativa de la Presidencia, 
establezcan cronogramas jurídicamente vinculantes para el abandono definitivo de la producción y el consumo de 
combustibles fósiles, diferenciados sobre la base de la equidad y el principio de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas, excluyendo explícitamente de todo esquema de apoyo técnico o financiero al gas fósil, la energía 
nuclear y los enfoques tecnológicos de remoción o captura no probados que prolongan la dependencia de los 
activos de carbono." 

H.​ Hoja de ruta para detener y revertir la deforestación y la degradación de los bosques 
Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico (SBSTA) / Diálogo GST-UAE. 

Meta: asegurar que la Hoja de Ruta de Bosques de la Presidencia para 2030  traduzca el mandato del 
Balance Mundial de detener y revertir la deforestación y la degradación hacia 2030 en una agenda de 
implementación orientada a resultados. La hoja contendrá metas accionables, hitos temporales claros, 
condiciones habilitantes, financiamiento, cooperación y seguimiento verificable. La hoja de ruta debe 
reconocer las prioridades regionales y articular los instrumentos existentes con los frentes reales de pérdida 
forestal, la protección de los derechos territoriales, las cadenas libres de deforestación y conversión, la 
alineación de los flujos financieros y la cooperación regional. Asimismo, debe incorporar explícitamente 
elementos vinculados a la adaptación y vulnerabilidad, reconociendo el rol de los bosques en la resiliencia 
climática, la seguridad hídrica, alimentaria y territorial de las comunidades que dependen de ellos.  

Demanda: CANLA exige que la hoja de ruta no se limite a una declaración política, ni a una suma de 
iniciativas voluntarias; debe ser una herramienta para dar dirección y acelerar la implementación. Debe 
ayudar a los países y actores relevantes a traducir los compromisos existentes en entregables para 
2027–2030, con hitos, responsables, recursos, indicadores y seguimiento público, integrados en 
instrumentos nacionales y regionales ya existentes. No puede limitarse a reforzar el cumplimiento de la 
norma, sino que debe atender marcos normativos que permiten la pérdida forestal. 

Debe implementarse en estricta coordinación con el proceso de abandono ordenado de los combustibles 
fósiles, evitando que la carga de mitigación de los sectores industriales se traslade de forma perversa hacia 
los ecosistemas forestales o incentive falsas soluciones corporativas basadas en compensaciones de baja 
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integridad. Esta articulación requiere reconocer los impactos que la propia transición energética 
—infraestructura, minería, bioenergía y biocombustibles— impone sobre los bosques sin salvaguardas 
adecuadas. 

Frente a esto, demandamos que las acciones se anclen en la protección jurídica, demarcación y respeto de 
los derechos territoriales de los Pueblos Indígenas (incluyendo PIACI), afrodescendientes, comunidades 
tradicionales, campesinas y locales de la región. El control territorial y la titulación de estos pueblos no son 
una concesión accesoria, sino la estrategia más eficaz para mantener los bosques en pie; por ello, deben 
consolidarse como actores centrales de gobernanza, implementación y monitoreo, y no solo como 
receptores de las decisiones políticas. Asimismo, la efectividad de la hoja de ruta dependerá de su capacidad 
para incorporar enfoques territoriales que respondan a vulnerabilidades estructurales asociadas al agua, la 
salud, la seguridad alimentaria y la resiliencia. 

Para operacionalizar esta visión, es prioritario escalar el financiamiento público internacional directo, no 
reembolsable y libre de deuda hacia las estructuras legítimas de gobernanza territorial, bajo reglas claras de 
acceso directo, equidad y rendición de cuentas. Esto exige, de manera simultánea, la alineación de los flujos 
financieros mediante la reforma de subsidios e incentivos perversos que promueven la deforestación, el 
impulso de cadenas de suministro y reformas comerciales libres de conversión, y la atención urgente a las 
presiones causadas por la expansión agroindustrial, la tala comercial, la infraestructura y los incendios. El 
monitoreo debe fortalecerse como una herramienta para identificar núcleos de pérdida persistente de 
cobertura boscosa y rastrear intermediarios y flujos financieros ilegales, garantizando de forma absoluta 
que el combate al crimen no derive en la criminalización de las comunidades y sujetos de derechos más 
vulnerables en el territorio. 

Sugerencia para redacción/intervención: “insta a las Partes y a los actores relevantes a que la hoja de ruta para 
detener y revertir la deforestación y la degradación forestal hacia 2030 funcione como una plataforma de 
implementación orientada a resultados, capaz de acelerar los compromisos ya existentes y abordar los vacíos y 
procesos que hoy limitan la implementación de las iniciativas existentes. Lo anterior deberá llevarse a cabo 
considerando, entre otros elementos: derechos territoriales, PIACI, degradación forestal, cadenas de deforestación 
y conversión, financiamiento directo, control territorial, adaptación y transición energética justa. La Hoja de Ruta 
debe ofrecer una estructura clara de implementación y seguimiento, traducir los mandatos del Balance Mundial 
en entregables verificables, dinamizar la Agenda de Acción y el apoyo técnico-financiero, y fortalecer la coherencia 
hacia dentro y fuera de la agenda climática, al conectar su diseño, implementación y monitoreo con procesos 
formales y políticos ya existentes y en marcha, tanto en el marco de la propia CMNUCC (art. 5, 6, 7 y 14 del AP) 
como fuera de esta (UNFF, CBD, CNLUD).” 

Programa de Trabajo de Mitigación (MWP) 
Track de negociación: Órganos Subsidiarios (SBI / SBSTA) / Proceso de Revisión del MWP. 

Meta: reformar el Programa de Trabajo de Mitigación durante su proceso de revisión para transformarlo en 
una herramienta eficaz que logre elevar la ambición real antes de 2030. 

Demanda: reconocemos que, si bien el MWP ha propiciado diálogos e intercambios de experiencias, ha 
fallado rotundamente en su mandato principal de elevar la ambición global y acelerar acciones urgentes en 
esta década crítica. CANLA demanda que la revisión del MWP se utilice estratégicamente para crear un 
vínculo directo, vinculante y operativo entre los Mensajes Clave emanados de los Diálogos Globales y las 
negociaciones formales del grupo de contacto, de tal forma que los acuerdos técnicos se traduzcan de 
manera inmediata en decisiones ejecutivas de la COP. Rechazamos que este espacio sea instrumentalizado 
para normalizar "falsas soluciones" o tecnologías peligrosas de geoingeniería y remoción que retrasan la 
descarbonización real. El MWP debe alinearse directamente con la implementación del Balance Global (GST) 
para colaborar con los Estados a diseñar e implementar de manera transparente rutas de mitigación 
basadas en la descarbonización pública, la equidad y los principios de la Transición Justa. 

Sugerencia para redacción/intervención: "decide, en el marco de la revisión del mandato del programa de 
trabajo sobre la mitigación, fortalecer los arreglos institucionales para asegurar que las conclusiones y mensajes 
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clave derivados de los Diálogos Globales se transmitan formalmente como proyectos de decisión para la 
consideración del Comité de Negociación, asegurando que el programa actúe como un facilitador directo para el 
cumplimiento transparente de los resultados del Balance Global en las metas domésticas de mitigación sin 
recurrir a tecnologías de mitigación no probadas o distractores peligrosos." 

IV. TEMAS TRANSVERSALES DE NEGOCIACIÓN 

La delegación de CANLA defenderá la aplicación consistente de estos mínimos transversales en todas las salas, 
conversaciones, apuestas o planes: 

1.​ Opiniones Consultivas (Resolución ONU): transversalizar las consideraciones de la CIJ y de los sistemas 
regionales de derechos humanos, en particular la Opinión Consultiva OC-32/05 de la Corte IDH, como el 
estándar jurídico mínimo que rige e interpreta los acuerdos multilaterales y la acción climática. Si bien las 
referencias explícitas a las opiniones consultivas son bienvenidas, resulta igualmente importante la 
incorporación del lenguaje y de las obligaciones jurídicas que dichas OCs reconocen y desarrollan para los 
Estados. En el caso de la OC-32/25, su autoridad interpretativa para los Estados de la OEA y su desarrollo de 
estándares propios de la región, incluido el reconocimiento de los conocimientos indígenas y tradicionales, la 
hacen especialmente exigible en el contexto latinoamericano.  
2.​ Derechos humanos: incorporar salvaguardas explícitas de derechos humanos en todas las líneas de 
negociación impidiendo transacciones que vulneren los derechos. 
3.​ Enfoque de género: garantizar que las decisiones incorporen un enfoque de género sustantivo y 
transversal, en línea con el Plan de Acción de Género renovado en la COP30, que abarca el desarrollo de 
capacidades y la gestión del conocimiento, el balance de género, la participación y el liderazgo de las mujeres, 
la coherencia entre mandatos y un enfoque gender-responsive en toda la acción climática. Esto incluye el 
financiamiento directo e incondicional para mujeres, niñas y disidencias que lideran la acción climática local y 
la protección de las mujeres defensoras ambientales. 
4.​ Participación interseccional: exigir el consentimiento previo, libre e informado, garantizar 
participación directa y efectiva, así como la inclusión directa de los sistemas de conocimientos tradicionales 
en la acción y la planificación desde el entendimiento entrelazado de diferentes identidades y características 
sociales (género, etnia, clase, orientación sexual o discapacidad).. 
5.​ Justicia intergeneracional: asegurar que los procesos de toma de decisiones consideren el principio de 
equidad intergeneracional como una obligación jurídica, garantizando participación efectiva y no simbólica en 
los procesos de la Convención. 
6.​ Medios de Implementación: velar para que los Estados cuenten con una clara asignación y 
coordinación de Medios de Implementación (MoI), que integren de manera indivisible el financiamiento 
público no condicionado, la transferencia efectiva de tecnología y el desarrollo de capacidades soberanas, con 
el fin de asegurar la viabilidad operativa directa en los territorios. 

IV. CONCLUSIÓN: INTEGRIDAD AMBIENTAL Y DERECHOS HUMANOS EN LOS TEXTOS FINALES 

Los SB64 representan un espacio crucial donde las delegaciones oficiales deben elegir entre perpetuar la 
burocracia dilatoria y actuar bajo el mandato histórico del derecho internacional. La Opinión Consultiva de la CIJ 
ha dotado a los Estados de las herramientas legales y el deber ético de exigir el cumplimiento estricto de las 
promesas ya negociadas dentro de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático. 

Hacemos un llamado urgente a las y los negociadores de nuestra región para que adopten estas directrices, 
utilicen de forma activa las sugerencias de redacción propuestas por CANLA y defiendan con firmeza el derecho 
al futuro de América Latina y el Caribe. El éxito en Bonn no se medirá por los párrafos ganados en abstracto, sino 
por la solidez con la que blindemos la supervivencia de nuestros territorios y logremos que la acción sea el 
compromiso central de los Estados. 
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